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SEGURIDAD SOCIAL / HISTORIAS LABORALES / ACTUALIZACIÓN Y CUSTODIA
HISTORIAS LABORALES – Corresponde a las administradoras de pensiones el deber de custodiar, conservar y verificar la información de las historias laborales. 
… La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, mediante providencia SL3691-2021 adoctrinó que las administradoras pensionales, sin importar el régimen que administren, tienen el deber de custodiar, conservar y verificar la información de las historias laborales de sus afiliados, para lo cual deben tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 1581 de 2022 respecto al manejo y protección de datos personales. Adicionalmente, recalcó el Alto Tribunal que esta custodia adecuada reviste de vital importancia, en la medida que la observancia efectiva de esta gestión permite que los empleadores cumplan con sus obligaciones pensionales, a la par que evita tardanzas injustificadas en el reconocimiento de las prestaciones del sistema. 

En ese orden, concluyó que “si en esta gestión existen infracciones por parte de los entes administradores de pensiones, es impensable que las consecuencias negativas que ellas deriven puedan trasladarse a los afiliados, y menos cuando las mismas no les son atribuibles.(…) En ese sentido, el efecto del incumplimiento de los deberes de gestión, guarda, conservación y verificación del contenido de la historia laboral debe ser asumido por la entidad administradora, pues esta cuenta con los recursos e infraestructura necesaria y suficiente para identificar con anticipación las inconsistencias que se presenten”.
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SALA PRIMERA DE DECISION LABORAL  
 
Magistrada Ponente: Ana Lucía Caicedo Calderón 
 
Pereira, Risaralda, veinticinco (25) de febrero de dos mil veinticinco (2025) 
 Acta No. 24 del 20 de febrero de 2025
La Sala de Decisión Laboral No. 1 del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN como Ponente, OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES.
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto en favor de COLPENSIONES, y el recurso de apelación interpuesto por la misma entidad en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 09 de julio de 2024, previo lo siguiente:
1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
El señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA persigue que la justicia ordinaria laboral declare que tiene derecho a la reliquidación de su pensión de vejez, incluyendo para el cálculo del IBL el tiempo laborado ante la Industria Militar -Indumil y se le aplique una tasa de remplazo del 80%. En consecuencia, pretende que se condene a COLPENSIONES a pagar en su favor la reliquidación de la pensión de vejez, teniendo en cuenta una mesada pensional por valor de $8.238.912 a partir del 23 de marzo de 2022, más los intereses moratorios.
Como sustento de lo peticionado, relata que mediante resolución No. SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022, COLPENSIONES le reconoció pensión de vejez a partir del 23 de marzo de 2022, en cuantía de $6.589.563 resultado de un IBL de $8.649.991 y una tasa de remplazo del 76.18% por contar con 2.222 semanas cotizadas.
Refiere que el 15 de septiembre de 2022, mediante recurso de reposición en subsidio de apelación en contra de la Resolución No. SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022, solicitó ante COLPENSIONES la reliquidación de la pensión de vejez, no obstante, tal petición le fue negada mediante Resolución No. SUB-13367 del 18 de enero de 2023 y No. DPE-7208 del 19 de mayo de 2023 e, incluso, en el último acto administrativo se disminuyó el número de semanas a 2.199.
Agrega que el 16 de enero de 2023 radicó derecho de petición ante COLPENSIONES con el fin de que corrigiera las irregularidades con relación a la Industria Militar, toda vez que el tiempo laborado entre 1989 y 1994 en Indumil, equivalente a 299 semanas, no fue tenido en cuenta en el reconocimiento pensional, pese a existir la certificación electrónica de tiempos laborados CETIL. 
La ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES se opuso a las pretensiones del gestor de la litis argumentando que al reconocer la prestación mediante Resolución SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022, realizó las operaciones aritméticas pertinentes, obteniendo un IBL por $8.849.991 que al aplicarle la tasa de remplazo del 76.18%, por contar con 2.226 semanas, lo que le permitió aumentar el 61.20% inicial en 15%, arrojó la suma de $6.589.563, valor que fue debidamente reconocido y que es exactamente igual al obtenido al decidir los recursos de reposición y apelación, por lo que no le asiste derecho al actor a la reliquidación pensional, en virtud a que dichas operaciones se realizaron de conformidad a la normatividad vigente. Como excepciones de fondo propuso: “inexistencia de la obligación y cobro de lo no debido”, “prescripción”, “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “buena fe: COLPENSIONES”, “imposibilidad de condena en costas” y “declaratoria de otras excepciones” 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia declaró no probadas las excepciones propuestas por COLPENSIONES y, en su lugar, declaró que el señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA tiene derecho al reajuste de la pensión de vejez reconocida en su favor mediante Resolución No. SUB-24416 del 16 de septiembre de 2022.
En consecuencia, ordenó a la administradora pensional reliquidar la mesada pensional del demandante en la suma de $6.973.845 a partir del 23 de marzo de 2022 y cancelar a partir del 01 de enero de 2023 la suma de $7.888.813 por concepto de mesada pensional, misma que a partir del 01 de enero de 2024 deberá incrementar a la suma de $8.620.895 y, continuar actualizándola conforme al IPC de cada anualidad. 

Asimismo, condenó a COLPENSIONES a pagar en favor del demandante la suma de $12.444.070 como diferencia pensional causada entre el 23 de marzo de 2020 -sic- y el 30 de junio de 2024, suma de la cual autorizó a la demandada descontar el porcentaje correspondiente al sistema de salud.
Seguidamente condenó a COLPENSIONES pagar en favor del actor los intereses moratorios a partir del 20 de enero de 2023 sobre el importe de la diferencia pensional y, finalmente, le impuso a la administradora pensional las costas procesales.
Para arribar a tal determinación argumentó, en síntesis, previo recuento jurisprudencial sobre las obligaciones de las administradoras de pensiones en cuanto al manejo de las historias laboral, que, como en los reportes de semanas cotizadas expedidos por COLPENSIONES antes del 22 de diciembre de 2022, contenían el tiempo de servicio prestado por el actor a la Industria Militar entre el 06 de marzo de 1989 y el 31 de marzo de 1994 y, con posterioridad, en las últimas historias laborales desaparecieron sin justificación documental; deben tenerse en cuenta los tiempos en el servicio público, más aún porque los mismos encuentran respaldo en los certificados electrónicos CETIL.

Así, encontró que, teniendo en cuenta tales periodos para hallar el IBL, más no el número de semanas -por ser simultáneas- y, efectuadas las operaciones aritméticas de rigor, el IBL más favorable al actor era el obtenido con el promedio de los últimos 10 años que ascendía a $8.717.307, superior al obtenido en sede administrativa, por cuanto COLPENSIONES en varios ciclos consideró un IBC inferior al que realmente correspondía y el Despacho tuvo en cuenta los días calendario para llevar a cabo la liquidación, conforme a lo definido en sentencia SL138 de 2004 por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. 
Por otra parte, concluyó que, por haber cotizado un total de 2.226 semanas, al actor le corresponde, conforme a la fórmula establecida en la Ley 100 de 1993, una tasa de remplazo corresponde al 80%, por ser el máximo legal fijado, que al aplicarse al IBL arroja una primera mesada pensional de $6.973.845 para el 2022, superior a la reconocida por COLPENSIONES.
En consecuencia, determinó que es procedente ajustar la prestación y ordenar el pago de las diferencias de forma retroactiva a partir del 23 de marzo de 2022, al encontrarse sumas en favor del demandante, sin que ninguna suma se hubiera visto afectada por el fenómeno prescriptivo.
Finalmente, concluyó que los intereses moratorios son procedentes por cuanto la Corte Suprema de Justicia ha indicado que se causan también ante pagos deficitarios o incompletos y, por lo tanto, deben correr vencidos 04 meses a partir de la reclamación del reajuste -15 de diciembre de 2022-, esto es, a partir del 20 de enero de 2023, puesto que, si bien reconoció la prestación, no lo hizo correctamente. 
3. RECURSO DE APELACIÓN Y PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
COLPENSIONES reprocha la decisión, reproduciendo la argumentación vertida en la contestación de la demanda, esto es que no hay lugar a la reliquidación pensional pretendida, toda vez que hizo una liquidación válida de acuerdo con las semanas cotizadas por el demandante y que tampoco habría lugar al pago de intereses moratorios, puesto que en sede administrativa no incurrió en mora.
Finalmente, como quiera que la decisión de primer grado fue desfavorable para los intereses de COLPENSIONES, se dispuso el grado jurisdiccional de consulta.
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN/ CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

Analizados los alegatos presentados por COLPENSIONES, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del artículo 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con los problemas jurídicos que se expresan a continuación.  El demandante guardó silencio y el Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 
5. Problema jurídico por resolver

Le corresponde a la Sala determinar si hay lugar a reliquidar la mesada pensional del actor, incluyendo los ciclos de cotización al servicio de la Industria Militar -Indumil. En caso afirmativo, si es procedente condenar a Colpensiones a reconocer las diferencias, junto con los intereses moratorios y las costas procesales.
 
6. Consideraciones
  
6.1. Obligación de las entidades administradora de pensiones respecto al manejo de las historias labores
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, mediante providencia SL3691-2021 adoctrinó que las administradoras pensionales, sin importar el régimen que administren, tienen el deber de custodiar, conservar y verificar la información de las historias laborales de sus afiliados, para lo cual deben tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 1581 de 2022 respecto al manejo y protección de datos personales. Adicionalmente, recalcó el Alto Tribunal que esta custodia adecuada reviste de vital importancia, en la medida que la observancia efectiva de esta gestión permite que los empleadores cumplan con sus obligaciones pensionales, a la par que evita tardanzas injustificadas en el reconocimiento de las prestaciones del sistema. 

En ese orden, concluyó que “si en esta gestión existen infracciones por parte de los entes administradores de pensiones, es impensable que las consecuencias negativas que ellas deriven puedan trasladarse a los afiliados, y menos cuando las mismas no les son atribuibles.(…) En ese sentido, el efecto del incumplimiento de los deberes de gestión, guarda, conservación y verificación del contenido de la historia laboral debe ser asumido por la entidad administradora, pues esta cuenta con los recursos e infraestructura necesaria y suficiente para identificar con anticipación las inconsistencias que se presenten”.
La postura de la Sala de Casación Laboral es compartida plenamente por la Corte Constitucional, tal como esta Corporación, con ponencia de la Magistrada Alejandra María Henao Palacio en la sentencia del 05 de octubre de 2020, radicado 2018-349, recordó: 

“La Corte Constitucional, por ejemplo ha indicado que la obligación que surge para las administradoras de pensiones respecto del manejo de las historias laborales es la que las vincula con la custodia, conservación y guarda de la información que determina si sus afiliados cumplen con los requisitos de acceso a la pensión y de los documentos físicos o magnéticos en los que esa información reposa
. Así mismo, involucra también el deber de organizar y sistematizar esos datos, sin que sea posible trasladarle al afiliado las consecuencias negativas de dicha infracción, puesto que es la entidad administradora quien debe asumirlos, toda vez que esta quien cuenta con los medios necesarios para gestionar los datos de las cotizaciones y aportes de sus afiliados
”.

Por todo lo anterior, en la providencia SL2657-2023 concluyó la Sala de Casación laboral de la Corte Suprema de Justicia que “la carga de la prueba respecto de las inconsistencias o errores que reposen en las historias laborales recae sobre las entidades administradoras de pensiones, sin que las consecuencias desfavorables puedan trasladarse a los afiliados (…)”.

6.2. Naturaleza resarcitoria de los intereses moratorios 

 
 
Señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993, que “a partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”. 
 
La norma en comento opera como un mecanismo resarcitorio que se activa ante la tardanza en el pago de las mesadas pensionales derivadas de los riesgos de invalidez, vejez y muerte. El resarcimiento previene de la pérdida del poder adquisitivo del dinero y busca reparar el daño patrimonial que supone la demora en el pago de las obligaciones pensionales a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones. 
 
El carácter particularmente resarcitorio del interés previsto en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo emparenta al mundo de las obligaciones objetivas, pues la norma en comento no se detiene en miramientos particulares o subjetivos, ya que solo basta la mora para que, de iure, asome la obligación de pagar intereses moratorios. En cambio, frente a las sanciones, por su relación directa con la conducta del autor del daño antijurídico, es posible que se hable de causales o circunstancias de exoneración, dentro de la que perfectamente cabe, por ejemplo, la buena fe del moroso. Empero, esto no es lo que ocurre cuando nos referimos a los intereses previstos en el artículo 141 de la ley 100 de 1993. 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado en múltiples providencias la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, entre ellas la sentencia No. 26728 de 2006, donde indicó que con este tipo de intereses se pretende la reparación de los perjuicios causados a quien teniendo derecho a la pensión no recibe oportunamente su valor. De allí se abstrae una naturaleza resarcitoria y no sancionatoria. En este orden, el concepto de buena o mala fe del deudor o las circunstancias particulares que hayan conducido a la discusión del derecho no pueden ser considerados para establecer la procedencia de los intereses moratorios. 
 
Cabe aclarar que, por vía de una interpretación jurisprudencial más cercana en el tiempo, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha consentido una especie de excepción insular a la línea jurisprudencial imperante, pues no la recoge del todo, pero la “modera”, en palabras de la misma Corte, “para aquellos eventos en que las actuaciones de las administradoras de pensiones públicas o privadas, al no reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, encuentren plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley, sin los alcances o efectos que en un momento dado puedan darle los jueces en la función que les es propia de interpretar las normas sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos fundamentales de la seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y les es imposible predecir”. (Sentencia de casación No. 46602 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.) 
6.1. Caso concreto
Son hechos que se encuentran probados, conforme la documental que reposa en el cartulario, los siguientes:

i. El señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA nació el 26 de mayo de 1955, razón por la cual arribó a los 62 años el mismo día del año 2017
.

ii. El actor solicitó la pensión de vejez el 22 de abril de 2022, siéndole concedida la prestación mediante resolución SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022, por contar con 2.226 semanas, incluyendo el tiempo servido a la Industria Militar, y en virtud de la Ley 797 de 2003. El reconocimiento se efectuó en cuantía de $6.589.563, resultado de un IBL por valor de $8.649.991 y una tasa de remplazo del 76.1/%, con fecha de estatus 26 de mayo de 2017 y efectividad el 23 de marzo de 2022

iii. Contra la anterior decisión, el 19 de septiembre de 2022, el demandante interpuso recurso de reposición en subsidio de apelación, persiguiendo una suma mayor como mesada pensional
. La reposición fue resuelta mediante Resolución SUB-13367 del 18 de enero de 2023
 en la que se indicó que el número de semanas del actor corresponde a 2.222, incluyendo el tiempo servido a la Industria Militar y se mantuvo la liquidación inicial. Por otra parte, la alzada fue resuelta mediante Resolución DPE 7208 del 19 de mayo de 2023, mediante la cual se confirmó en todas sus partes la resolución SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022 y se indicó que el total de semanas cotizadas por el actor fue 2.199

Así pues, para dar solución al problema jurídico planteado, es del caso señalar que, tal como lo advirtió la jueza de primera instancia, dentro del expediente administrativo allegado por Colpensiones y que reposa en el archivo 12 del cuaderno de primera instancia, se pueden apreciar 2 bloques de historias laborales con diferente densidad de semanas, resultando inexplicable que en todas las historias laborales del 2022 (04 de agosto, 30 de abril, 03 de mayo y 18 de mayo) se relacionen 2.226 semanas y se incluyan 260.71 semanas servidas al sector público -Indumil-, pero en las historias laborales del 2023 (02 de enero, 14 de marzo, 26 de julio y 22 de septiembre) disminuyan los septenarios a 2.223.86 y no se haga alusión alguna a los tiempos públicos servicios a Indumil, últimas que, aun siendo simultaneas -como se precisa en las historias laborales del 2022 y por ello no afectan el número de semanas-, debieron reportarse para ser incluidas en el cálculo del IBL.   
Y es que no se puede perder de vista que todos estos reportes obedecen a cotizaciones efectuadas entre 07 de febrero de 1977 y el 31 de marzo de 2022, por lo cual, el número de semanas reportadas después de esta última calenda debió permanecer igual, o incluso aumentar si faltaban aportes por acreditar, más no disminuir sin explicación alguna y dejarse de relacionar tiempos públicos que, al haberse incluido en historias laborales previas, se entienden que se reconocieron y fueron debidamente acreditados ante la administradora pensional.  
 

Incluso en las 3 resoluciones emanadas de COLPENSIONES después del 31 de marzo de 2022, se da cuenta de diferente número de semanas: en la Resolución SUB-244416 del 06 de septiembre de 2022, -por medio de la cual se reconoció la pensión- se reconocen 2.226 semanas cotizadas, mientras que en la Resolución SUB-13367 del 18 de enero de 2023 – mediante la cual se decidió el recurso de reposición - se indica que el actor acreditó 2.222 semanas y, finalmente, en la Resolución DPE 7208 del 19 de mayo de 2023, al desatar la alzada, los septenarios relacionados fueron 2.199.
 

En ese orden, tal como lo hiciera la jueza de primera instancia, la Sala tomará como base para determinar el número de semanas cotizadas por el señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA las historias laborales del año 2022 -2.226-, no solo por ser las que se juzgan más completas, ante el número mayor de periodos y relacionar los tiempos públicos, sino porque esta densidad es la misma con la cual COLPENSIONES reconoció la pensión de vejez y, por ello, en aplicación del principio de respeto por el acto propio y de la confianza legítima, será este primer valor reconocido en el acto administrativo que resolvió la solicitud pensional el que se tome como base para la contabilización de las semanas cotizadas, entre las que se itera, se encuentra el tiempo efectivamente cotizado al entonces ISS y el tiempo como servidor público.  
Superado lo anterior, la Sala verificará si, tal como se reconoció en primera instancia, existen diferencias en favor del demandante, para lo cual se tomará el IBL de los últimos 10 años, ya que fue este guarismo el utilizado por la administradora pensional y por la a-quo; 
Además se calculará la tasa de remplazo teniendo en cuenta las 2.226 semanas cotizadas en toda la vida laboral, para aplicar la fórmula prevista en el art. 34 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, teniendo en cuenta la interpretación dada por la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL3501 del 17 de agosto de 2022, acogida por esta Corporación entre otras en las providencias del 21 de agosto de 2024, radicado 04-2023-00269 y del 28 de octubre de 2024 radicado 04-2023-00320, ambas con ponencia del Magistrado Germán Darío Góez Vinasco, según la cual “el afiliado puede cotizar más de 1.800 semanas para llegar al 80% de tasa de reemplazo, porcentaje límite que impuso la norma, no las 1.800 semanas”.
Previo a efectuar las operaciones aritméticas pertinentes, se encuentra necesario precisar que en virtud de la jurisprudencia emanada de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia - SL138-2024- con ponencia del Magistrado Luis Benedicto Herrera Díaz, para obtener el IBL se tendrán en cuenta los días calendario, es decir, diferenciando los meses con 30, 31, 29 y 28 días no solo para los periodos anteriores al 01 de enero de 1995 sino para la totalidad de los aportes, por lo cual, 10 años equivalen a 3.650 días y no a 3.600 como se había estado sosteniendo.

Aclarado lo anterior, efectuadas las operaciones aritméticas de rigor se encuentra que los 10 años efectivamente cotizados por el actor corren del 25 de marzo de 2012 al 22 de marzo de 2022, teniendo por ese interregno un IBL por la suma de $ $8.706.126,45, el cual, es superior al encontrado por la administradora pensional -$8.649.991  – pero ligeramente inferior al obtenido en primera instancia -$8.717.307-, sin que pueda la Sala determinar en qué consiste esta última diferencia como quiera que la a-quo, pese a anunciar en sus consideraciones que la liquidación haría parte integral del acta de la audiencia, realmente no la anexó. 
Por otra parte, en cuanto a la tasa de remplazo, al aplicar la fórmula prevista en el art. 34 de la Ley 100 de 1993, modificado por la Ley 797 de 2003, es evidente que existe variación con la obtenida por COLPENSIONES, relacionada directamente con la interpretación dada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia que no limita a 1.800 las semanas cotizadas para acrecentar el porcentaje, por lo cual, se comparte la disposición de la a-quo de determinar como tasa de remplazo el 80%, como quiera que el actor cotizó 926 semanas adicionales.
En ese orden, como al aplicar al IBL obtenido en esta instancia -$8.706.125,46- la tasa de remplazo del 80% se obtiene una primera mesada pensional de $ 6.964.901,16, inferior a los $6.973.845 reconocidos por la a-quo, en virtud del grado jurisdiccional de consulta en favor de COLPENSIONES, se modificará la sentencia de primera instancia y se liquidará el retroactivo de las diferencias hasta el 31 de enero de 2025, con el valor obtenido en esta sede, actualizando cada año conforme a las variaciones porcentuales del IPC la mesada reliquidada, a saber:
	AÑO
	IPC
	MESADA RELIQUIDADA
	MESADA COLPENSIONES
	DIFERENCIA

	2022
	13,12%
	$ 6.964.901,00
	$ 6.589.563,00
	$ 375.338,00

	2023
	9,28%
	$ 7.878.696,00
	$ 7.454.114,00
	$ 424.582,00

	2024
	5,20%
	$ 8.609.839,00
	$ 8.145.856,00
	$ 463.983,00

	2025
	 
	$ 9.057.551,00
	$ 8.569.441,00
	$ 488.110,00


Así, efectuadas las operaciones aritméticas correspondientes, las diferencias que deberá reconocer COLPENSIONES al señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA entre el 22 de marzo de 2022 y el 31 de enero de 2025 ascienden a la suma de $15.892.925,00, sin perjuicio de las sumas que se causen a futuro y sobre el cual procede los descuentos con destino a salud, como se observa en la siguiente tabla descriptiva:

	AÑO
	MES
	IPC INI
	IPC FINAL
	DIFERENCIA

	2022
	03
	116,26
	146,24
	$ 100.090,00

	2022
	04
	117,71
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	05
	118,7
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	06
	119,31
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	07
	120,27
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	08
	121,5
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	09
	122,63
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	10
	123,51
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	11
	124,46
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	12
	126,03
	146,24
	$ 375.338,00

	2022
	M13
	126,03
	146,24
	$ 375.338,00

	2023
	01
	128,27
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	02
	130,4
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	03
	131,77
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	04
	132,8
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	05
	133,38
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	06
	133,78
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	07
	134,45
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	08
	135,39
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	09
	136,11
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	10
	136,45
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	11
	137,09
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	12
	137,72
	146,24
	$ 424.582,00

	2023
	M13
	137,72
	146,24
	$ 424.582,00

	2024
	01
	138,98
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	02
	140,49
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	03
	141,48
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	04
	142,32
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	05
	142,92
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	06
	143,38
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	07
	143,67
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	08
	143,67
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	09
	144,02
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	10
	143,83
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	11
	144,22
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	12
	144,88
	146,24
	$ 463.983,00

	2024
	M13
	144,88
	146,24
	$ 463.983,00

	2025
	01
	146,24
	146,24
	$ 488.110,00

	Total
	
	
	
	$ 15.892.925,00


 Es del caso advertir que, como lo dedujo la jueza de primera instancia, la prescripción no enervó ninguna suma, toda vez que el derecho pensional se hizo efectivo el 23 de marzo de 2022 y la demanda se presentó en el año 2023, es decir, dentro del término trienal.
Superado lo anterior, con relación a los intereses moratorios de que trata el artículo 141 de la ley 100 de 1993, debe indicarse que, tal como lo consideró la jueza de primera instancia, la jurisprudencia patria ha concluido que tales réditos corren también por la falta de pago de diferencias pensionales, por lo cual, al no encontrarse justificación para que la administradora pensional reconociera de forma deficitaria la prestación al demandante, en el entendido que, sin considerar la nueva interpretación de la Corte Suprema de Justicia respecto a la tasa de remplazo y aun efectuándose la liquidación con todos los meses de 30 días y los años de 360 se obtiene un IBL superior a la reconocida en sede administrativa, aunado a la falta de diligencia en el manejo de la historia laboral de actor, siendo reprochable que cada vez que se resolvió administrativamente una petición, disminuyera el número de semanas; se confirmará la sentencia de primera instancia al imponer el pago de estos a partir del 20 de enero de 2023, es decir, a partir del día siguiente al vencimiento de los 4 meses desde que fue solicitada la reliquidación - 19 de septiembre de 2022-. 

En cuanto a las costas procesales de primera instancia, suficiente es con indicar, en primer lugar, que al haber existido controversia e incluso oposición frente al debate jurídico puesto en conocimiento de la Judicatura, conforme lo faculta el artículo 365 del CGP, hay lugar a condenar en costas a quien resulta vencido en la contienda y, en segundo lugar, en la presente litis quedó acreditado que el actor tenía derecho a la reliquidación de la prestación, por lo cual hay lugar a la imposición de costas a la demandada. 

Finalmente, ante la improsperidad del recurso, se condenará en costas procesales de segunda instancia a COLPENSIONES. 


En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR los numerales segundo y tercero de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 09 de julio de 2024, dentro del proceso ordinario laboral promovido por por PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES., los cuales quedarán así:

“SEGUNDO. COMO  CONSECUENCIA  DE  LO  ANTERIOR, ORDENAR a  la  administradora  Colombia  de pensiones COLPENSIONES reliquidar la mesada pensional de señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA en la suma de $6.964.901,00 a partir del 23 de marzo del 2022, a partir del primero de enero de 2023, deberá  cancelar  una  mesada  pensional  de  $ 7.878.696,00,  a  partir  del  primero  de  enero  de  2024 deberá   cancelar   una   mesada   pensional   en   la   suma   de   $ 8.609.839,00 y a partir del 01 de enero de 2025 deberá reconocer la suma de $ 9.057.551,00,   que   deberá   seguirse actualizando en las anualidades posteriores según la variación porcentual del índice de precios al consumidor certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior

TERCERO:  CONDENAR a la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES a pagar en favor del señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA por concepto de diferencias pensionales generadas entre el 23 de marzo de 2020 al 31 de enero de 2025 la suma de $15.892.925,00 sin perjuicio de las sumas que se causen con posterioridad, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”
SEGUNDO:  CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia apelada y consultada.
TERCERO: Costas en esta instancia a cargo de COLPENSIONES. Liquídense por la secretaría del juzgado de origen. 
Notifíquese y cúmplase.
La Magistrada ponente,

Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

La Magistrada y el Magistrado,

Con firma electrónica al final del documento

OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Aclara voto

Con firma electrónica al final del documento

GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO
ACLARACIÓN DE VOTO 
Con el debido respeto, procedo a aclarar mi voto, dado el cambio de postura que asumiré de ahora en adelante en relación con la sumatoria de tiempos públicos y privados.

Sea lo primero decir, que comparto la decisión adoptada por la Sala que confirmó la decisión de primer grado que declaró no probadas las excepciones propuestas por COLPENSIONES y, en su lugar, declaró que el señor PEDRO PABLO BALLESTEROS SILVA tiene derecho al reajuste de la pensión de vejez reconocida; sin embargo, en la argumentación hizo referencia a la procedencia de la sumatoria de tiempos públicos y privados para alcanzar la gracia pensional de vejez bajo el Acuerdo 049 de 1990, lo que me lleva a realizar la correspondiente aclaración de voto.

Bien. Hasta la sentencia del 20/03/2024 exp. Rad. 66001-31-05-002-2020-00239-01 mantuve la postura de disentir de forma respetuosa de la tesis expuesta por la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia que avala una interpretación consistente en que bajo el Acuerdo 049 de 1990 se pueden colmar las 1.000 semanas de cotización con la sumatoria de tiempos públicos y privados, para lo cual senté los argumentos para ello, al compartir los expuestos en los salvamentos de voto de los magistrados de la alta corporación.  

No obstante, a partir de la sentencia de la cual aclaro voto, acogerá íntegramente la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia que permite dicha acumulación bajo el citado acuerdo, postura contenida en las decisiones SL2340-2023, SL4036-2022, entre otras, para determinar que todas aquellas pensiones de vejez en las que se solicite la aplicación de los requisitos del Acuerdo 049/1990 a través del régimen de transición (art. 36 de la Ley 100/1993), “pueden consolidarse con semanas efectivamente cotizadas al ISS, hoy Colpensiones, y los tiempos laborados a entidades públicas”.

En estos términos aclaro mi voto,  

        
 
 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA  
Magistrada   
� Sentencia T- 585 de 2011, Corte Constitucional.


� Sentencia T- 493 de 2013, Corte Constitucional


� Pág. 14, archivo 08, cuaderno de primera instancia. 


� Págs. 15 a 24, archivo 08, cuaderno de primera instancia.


� Págs. 25 a 33, archivo 08, cuaderno de primera instancia


� Págs. 40 a 49, archivo 08, cuaderno de primera instancia


� Págs. 50 a 63, archivo 08, cuaderno de primera instancia.
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